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Ilustrísimos señores:

Presidente:
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Magistrados:

D. Juan Francisco López de Hontanar Sánchez

D. José Manuel Ruiz Fernández

Dª. María de la Soledad Gamo Serrano

En la villa de Madrid, a catorce de julio de dos mil veintiséis.

Visto por la Sección 2ª de la Sala de lo Contencioso Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Madrid,
compuesta por los Ilmos. Magistrados referenciados al margen, el recurso de apelación núm. 1807/2024,
interpuesto por Sancaromai, S.L.U., representada por D. Javier Fernández Estrada y defendida por D. Recaredo-
Fernando Argüelles García, contra la Sentencia dictada en fecha 16 de septiembre de 2024 por el Juzgado
de lo Contencioso Administrativo núm. 2 de Madrid en el procedimiento ordinario núm. 514/2023, figurando
como parte apelada el Excmo. Ayuntamiento de Madrid, representado y defendido por Letrado Consistorial.

1



JURISPRUDENCIA

Ha sido Magistrada ponente la Ilma. Sra. Dª. María de la Soledad Gamo Serrano, quien expresa el parecer de
la Sala.

ANTECEDENTES DE HECHO

Primero.-En fecha 16 de septiembre de 2024 el Juzgado de lo Contencioso Administrativo núm. 2 de
Madrid dictó Sentencia en el procedimiento ordinario núm. 514/2023 por la que vino a desestimar el recurso
contencioso administrativo interpuesto por Sancaromai, S.L.U., representada por D. Javier Fernández Estrada,
contra la resolución del Coordinador del Distrito de Latina del Excmo. Ayuntamiento de Madrid de fecha 8 de
junio de 2023, desestimatoria del recurso de reposición entablado frente a la dictada el 24 de noviembre de
2022.

Segundo.- Contra la mencionada resolución judicial D. Javier Fernández Estrada, en la representación indicada,
interpuso en tiempo y forma recurso de apelación en base a las alegaciones que se hacen constar en el escrito
de recurso, las cuales se tienen por reproducidas en aras a la brevedad.

Tercero.- El Letrado del Excmo. Ayuntamiento de Madrid formuló oposición al recurso de apelación presentado
por la parte actora interesando su desestimación por las razones vertidas en el correspondiente escrito, que
se tienen igualmente por reproducidas.

Cuarto.- Elevados los autos y el expediente administrativo, en unión de los escritos presentados, a esta Sala
de lo Contencioso Administrativo y personadas las partes en legal forma sin que ninguna de ellas solicitara
vista, conclusiones o prueba, se señaló para votación y fallo, lo que se llevó a efecto el 2 de julio de 2026.

A los que son de aplicación los consecuentes,

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero.-Es objeto del presente recurso de apelación la Sentencia dictada el 16 de septiembre de 2024 por el
Juzgado de lo Contencioso Administrativo núm. 2 de Madrid en los autos de procedimiento ordinario 514/2023,
en los que se venía a impugnar la resolución del Coordinador del Distrito de Latina del Excmo. Ayuntamiento
de Madrid de fecha 8 de junio de 2023, desestimatoria del recurso de reposición entablado frente a la dictada
el 24 de noviembre de 2022, por la que se requiere a la mercantil recurrente y aquí apelante para que, en el
plazo de dos meses, proceda a solicitar la oportuna licencia de primera ocupación en relación al inmueble sito
en  DIRECCION000  de esta capital y se ordena la suspensión y el cese inmediato del uso como vivienda que
se realiza en ese lugar al carecer de licencia que lo habilite.

Se sustenta el pronunciamiento desestimatorio combatido en esta segunda instancia, en síntesis, previa
exposición de las posiciones contrapuestas de los litigantes, en las siguientes consideraciones: no nos
encontramos ante un procedimiento penal o administrativo de carácter sancionador en el que resulten
de aplicación los principios propios de estos y, en concreto, el relativo a la presunción de inocencia o la
exigencia de atribución de responsabilidad personal propia de dichos procedimientos, sino que estamos ante
un procedimiento de legalización por modificación del uso para el que originariamente estaba autorizado el
inmueble en cuestión; la transformación del local en vivienda queda acreditada en base en el informe técnico
(que también se refiere a los locales reseñados en plano adjunto, entre los que se incluye el núm. 54), debiendo
desestimarse el alegato de que los locales se destinan al arrendamiento de local de negocio por los propios
argumentos expuestos en la resolución impugnada; además, en la visita de inspección realizada con fecha
27 de julio de 2018 al emplazamiento de referencia ya se pudo comprobar que los locales se encuentran
transformados en viviendas, haciendo especial referencia el informe evacuado al efecto a que, si bien algunas
obras pudieran encontrarse prescritas, no sucede lo mismo con el uso de vivienda que se está ejerciendo;
a lo anterior se añade la conducta de la propia recurrente (que reconoce que los inmuebles estuvieron
explotados como viviendas por error) y el contenido de la Sentencia 133/2021, dictada por el Juzgado de
lo Contencioso Administrativo núm. 29 y obrante en el expediente administrativo, pues se comprueba que
en dicho procedimiento no se negó en ningún momento que las obras de acondicionamiento y exteriores se
habían ejecutado y que las mismas tenían por objeto cambiar el uso del inmueble, de local comercial a vivienda;
en dicho procedimiento, además, con el objeto de demostrar que la acción de restablecimiento de la legalidad
urbanística ya había caducado, se aportan una serie de documentos, valorados oportunamente en la indicada
Sentencia, entre los que se encuentran numerosos contratos de arrendamiento para uso de vivienda, lo que
demuestra de modo inequívoco que tales inmuebles se explotaban habitualmente y de modo constante como
vivienda; frente a ello la recurrente aporta con su escrito de demanda un contrato de arrendamiento suscrito el
1 de noviembre de 2023 (y por tanto, después de la orden de legalización y cese del uso de vivienda e, incluso,
después de la iniciación del proceso); acreditado el uso de vivienda a la que se destina el local arrendado,
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es claro que sin perjuicio de que hayan prescrito las obras de rehabilitación/transformación, ejecutadas sin
licencia existente, para el uso de vivienda resulta preceptiva la licencia de primera ocupación que acredite la
existencia de las condiciones mínimas de habitabilidad, salubridad y uso como vivienda exigidas por el vigente
Plan General de Ordenación Urbana de Madrid.

Segundo.-Frente a dicha Sentencia se alza en esta apelación Sancaromai, S.L.U., a través de su representación
procesal, aduciendo, resumidamente: que obra en el expediente una presunta inspección en junio de 2018 del
edificio  DIRECCION001  de Madrid, pero no hay ninguna entrada a los locales y lo que describe son pareceres
no constatados, no haciéndose referencia en dicho informe a otros locales que no sean los del edificio del
DIRECCION001  e incumpliendo ese presunto informe el artículo 192 de la Ley 9/2001 de la Ley del Suelo
de la Comunidad de Madrid, además de no ser imputable a la recurrente el uso que hubiera podido hacer
del inmueble el anterior propietario; que la sentencia apelada incurre en error al considerar que las obras
caducadas en su día eran obras para viviendas cuando nada lo prueba y demuestra y cuando dichas obras,
con licencias o no, eran y son para cumplir el local las dotaciones y las exigencias del Plan General de Madrid,
siendo los cuartos de baño o aseos obligatorios en locales; que el documento cuatro de los adjuntos con la
demanda inicial prueba que el local derecha de Paseo de Perales 54 solo se alquila para oficina ya desde el año
2021; que el informe nulo de pleno derecho es de julio del año 2018 y cuando se notifica el primer expediente
a la apelante es el 13 de diciembre de 2022 (folio 23 expediente), por lo que se trata de informe caducado;
que las obras sin licencia fueron reconocidas como válidas por sentencia firme y, por tanto, con efecto de
cosa juzgada ( Sentencia del Juzgado-29 de los contenciosos administrativos de Madrid, dictada en los autos
263/2019 y obrante a los folios 3 y siguientes del expediente); que se ha producido una infracción del principio
de legalidad del artículo 9.3 de la Constitución, por no aplicar la sentencia recurrida la carga de prueba a quien
la tiene y por dar valor a un informe contrario a la Ley y nulo; y que se infringe, asimismo, el principio de la
seguridad jurídica, cuando no se examina por parte del Juzgado o se elude explicación alguna de la razón
que le lleva a la no aplicación de la legislación reguladora de procedimiento de validez para que los informes
urbanísticos tengan validez o sean nulos.

Tercero.-A la pretensión revocatoria deducida en esta segunda instancia opone el Letrado del Excmo.
Ayuntamiento de Madrid: que el alegato de la caducidad, lejos de desvirtuar la tesis acogida en la sentencia
de instancia, la refuerza, porque presupone la realización efectiva de una serie de obras de acondicionamiento
encaminadas a transformar el uso comercial en uso residencial sin que, a diferencia de lo que acontece en los
casos de ejecución de obras, el comienzo del cómputo del plazo de caducidad de la acción de restablecimiento
de la legalidad tenga lugar hasta que el uso ilegal haya cesado; que, como evidencias de la existencia del
uso residencial, además del informe técnico obrante al folio 3 y siguientes del expediente administrativo, la
Sentencia 133/2021, del Juzgado de lo Contencioso Administrativo núm. 29, recaída en el Procedimiento
Ordinario 263/2019, establece como hecho acreditado que los locales exteriores, izquierda y derecha, del
Paseo de Perales N.º 54, habían sido objeto de obras, y que el de la izquierda había sido convertido en vivienda,
habiéndose aportado al aludido procedimiento una serie de documentos, valorados oportunamente en la
indicada Sentencia, entre los que se encuentran numerosos contratos de arrendamiento para uso de vivienda,
lo que demuestra de modo inequívoco que tales inmuebles se explotaban habitualmente y de modo constante
como vivienda; y que el interesado parece pretender traer a los autos la doctrina sobre incomunicabilidad
de la responsabilidad por actos realizados por otra persona, como manifestación concreta del principio de
culpabilidad, cuando no nos encontramos ante un procedimiento sancionador sino ante un procedimiento
de restablecimiento de la legalidad urbanística que se dirige frente al propietario actual del inmueble, al
mantenerse hasta la actualidad la utilización de los locales como vivienda.

Cuarto.-Como ponen de manifiesto las SSTS 17 julio 2018 (rec. 638/2017) y 18 marzo 2021 (rec. 6391/2019),
reproduciendo argumentación vertida en la STS 19 marzo 2007 (rec. 6169/2001), "Si de teorizar se tratase
habríamos de recordar, en primer lugar, que cuando se habla de carga de la prueba no se alude a una obligación
o deber jurídico cuyo incumplimiento lleve aparejado una sanción, sino que es «una facultad cuyo ejercicio es
necesario para la obtención de un interés»; y su determinación sirve para señalar en cuál de las partes recae la
consecuencia derivada de la falta de ejercicio de esa facultad.

Cualquiera de las partes tiene la facultad de proponer y practicar pruebas en el proceso. El problema es
determinar quién debe soportar el riesgo de la falta de prueba. Las reglas que distribuyen entre las partes la carga
de la prueba de los hechos necesitados de ella importan sólo para el supuesto de que el hecho o hechos de que
se trate no lleguen a ser probados. En otros términos, a tales normas acude el Juez o Tribunal, no para determinar
en la fase probatoria cuál de las partes, demandante o demandado, ha de probar un hecho, sino para señalar
en el momento de dictar sentencia, cuál de ellas hubiera tenido que probar el hecho que no aparece probado. El
onus probandi, señala la jurisprudencia, no tiene otro alcance que la de determinar las consecuencias de la falta
de prueba ( STS 9 abr. 1996 ). El Juez o Tribunal está obligado a fallar en todo caso ( art. 1.7 CC ); el proceso no
puede terminar nunca en un non liquet por falta de prueba y las normas sobre la carga de la prueba determinan

3



JURISPRUDENCIA

contra cuál de las partes ha de fallarse cuando, al final del proceso, no aparezca probado el hecho o los hechos
que condicionan el efecto pedido por la parte.

Así se concibe la carga de la prueba como «el imperativo del propio interés de las partes en lograr, a través de la
prueba, el convencimiento del Tribunal acerca de la veracidad de las afirmaciones fácticas por ellas sostenidas
o su fijación en la sentencia".

El juez o Tribunal, en el momento de dictar sentencia, debe realizar un juicio de verosimilitud de las afirmaciones
fácticas aportadas o introducidas por las partes a fin de procurar la satisfacción jurídica de las partes a través
de la subsunción de los hechos en la norma jurídica aplicable. En el supuesto de que al Juez o Tribunal no le
sea posible vencer el estado de incertidumbre -por la falta de prueba o por insuficiencia de la practicada-, el
ordenamiento jurídico señala explícita o implícitamente las reglas en virtud de la cuales se determina la parte
que resulta perjudicada al no considerarse probadas determinadas afirmaciones fácticas en el caso concreto.
Estas reglas o criterios por los que se atribuye a cada parte la incumbencia de probar cierto tipo de hechos
constituyen o precisan la llamada carga de la prueba. Así se refleja, en la actualidad, en el artículo 217.1 LEC/2000
, relativo a la carga de la prueba, que dispone que cuando, al tiempo de dictar sentencia o resolución semejante,
el tribunal considerase dudoso unos hechos relevantes para la decisión, desestimará las pretensiones del actor
o del demandado, según corresponda a uno u otro la carga de probar los hechos que permanezcan inciertos y
fundamenten las pretensiones".

Cuando, como aquí acontece, lo que se impugna en el recurso contencioso administrativo es una resolución
administrativa que impone al interesado la obligación de solicitar licencia de primera ocupación y acuerda la
suspensión y el cese inmediato del uso residencial a que viene destinándose el inmueble y la parte actora
niega un dato fáctico en el que se sustenta la resolución recurrida de tanta trascendencia como es el efectivo
destino del inmueble al referido uso, núcleo esencial de la decisión combatida, incumbe a la Administración
demandada la carga probatoria de dicho extremo. En tal sentido nos hemos pronunciado ya para similar
supuesto en nuestra Sentencia de 30 de octubre de 2025 (rec. 909/2024), en la que tuvimos en cuenta
para alcanzar la conclusión expuesta: primero, que lo que se predica del acto administrativo no es sino
una presunción de validez y eficacia ( artículo 39.1 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento
Administrativo Común de las Administraciones Públicas) no de veracidad de los hechos en que se sustenta
la resolución de que se trate; y, segundo, que tampoco los informes técnicos gozan de presunción alguna de
veracidad respecto de los elementos fácticos que puedan contenerse en los mismos sino de una especial
fuerza o eficacia probatoria en razón a la especialización y a la objetividad e imparcialidad que consolidada
doctrina jurisprudencial predica de los funcionarios que los emiten, cualificado valor probatorio referible,
en exclusiva, a las cuestiones de tipo o naturaleza técnica a cuyo esclarecimiento o constatación vienen,
precisamente, dirigidos esta clase de informes.

La presunción de veracidad de hechos a que venimos haciendo mención únicamente se refiere por la normativa
y jurisprudencia interpretativa a aquellos documentos formalizados por los funcionarios a los que se reconoce
la condición de autoridad y en los que se recogen hechos constatados por aquellos, que hacen prueba de los
mismos salvo que se acredite lo contrario ( artículo 77.5 de la Ley 39/2015).

Claro está que en todos los supuestos aludidos nos encontramos ante presunciones iuris tantum,susceptibles
de ser desvirtuadas por el administrado, y no ante presunciones iuris et de iure.

Así pues, aseverábamos en la Sentencia citada de 30 de octubre de 2025 que "(...) no cabe imponer a la
recurrente la carga de acreditar que en los inmuebles de su titularidad no se viene desarrollando el uso de
vivienda -elemento fáctico en el que se sustentan las resoluciones administrativas combatidas en la instancia-,
a lo que podemos añadir que, en cualquier caso y siendo el aludido un hecho negativo incumbiría igualmente la
prueba de la veracidad del aludido uso a la Administración demandada, por directa aplicación del principio de
la disponibilidad y facilidad probatoria a que hace mención el artículo 217 de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de
Enjuiciamiento Civil , de aplicación supletoria ( artículo 4 de la Ley Procesal Civil y Disposición final primera de
la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso Administrativa )".

Quinto.-Descendiendo al caso concreto aquí examinado lo cierto es que, no siendo la ejecución de obras
sino el uso del inmueble como vivienda careciendo de licencia de primera ocupación o funcionamiento que lo
ampare lo que justificó la incoación del expediente de cese y clausura de actividades, obran únicamente en el
expediente administrativo, cuya copia en formato digital obra en los autos elevados a esta Sala:

1º. Un informe técnico de 3 de agosto de 2018 (folio 3) en el que se señala que los locales identificados en
plano adjunto "se encuentran transformados en viviendas" y referido a inmuebles sitos en  DIRECCION001  -si
bien en el plano adjunto aparecen incluidos dos locales en el núm. 54 de la referida vía pública-, sin especificar
el tipo de obras ejecutadas y de las que podría inferirse que se ha producido una transformación o cambio de
uso y al que acompañan fotografías de inmuebles cuya concreta ubicación no se indica.
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2º. Y Sentencia dictada en fecha 31 de mayo de 2021 por el Juzgado de lo Contencioso Administrativo núm.
29 de Madrid, en el rec. 263/2019 interpuesto por el entonces propietario dominical, D.  Eladio  contra la
resolución que requirió la legalización de obras de acondicionamiento y exteriores para el cambio de uso de
local a vivienda en los inmuebles sitos en  DIRECCION000  y  DIRECCION002 , entre otras. En dicha Sentencia
se expone, por lo que aquí interesa, que la parte actora, sin negar la realidad de las obras objeto del expediente
sin licencia, había aportado en orden a acreditar el transcurso del plazo de que disponía la Administración
municipal para el ejercicio de su potestad de restablecimiento de la legalidad urbanística facturas de las obras
de rehabilitación y dos contratos de arrendamiento de vivienda fechados en los años 2012 y 2014.

Sin embargo, no figura en el expediente el Acta que tuvo, necesariamente, que extenderse en la fecha de la visita
de la inspección a que se hace mención en el informe técnico aludido, ex artículo 192.2 de la Ley del Suelo de la
Comunidad de Madrid, siendo que, como hemos tenido ocasión de poner de manifiesto en nuestra Sentencia
de 21 de septiembre de 2020 (Ap. 143/2019), los efectos probatorios de un acta de inspección no pueden ser
suplidos por un posterior informe redactado por el inspector urbanista, dado que el mismo no tiene ni el valor ni
la eficacia de un acta de inspección, criterio que, asimismo, hemos acogido en nuestra más reciente Sentencia
de 3 de junio de 2025 (Ap. 635/2024), en la que se expone que "(...) no puede confundirse un informe técnico
con un acta de inspección ya que estas si gozan de presunción de veracidad de conformidad con lo dispuesto
en el apartado 4º del artículo 192 de la Ley Territorial de Madrid 9/2001 de 17 julio 2001 del suelo de Madrid".

Lo anterior cobra en este caso particular relevancia en orden a la cumplida acreditación de que, en efecto, se
venía desarrollando en los inmuebles de los que es titular Sancaromai, S.L.U. un uso residencial si tenemos
en cuenta el dilatado lapso temporal transcurrido entre la fecha en que el informe técnico a que antes hemos
hecho mención fue emitido y aquella en la que fue incoado el expediente de cese de uso y que la recurrente y
aquí apelante aportó al procedimiento: contrato de arrendamiento suscrito el 12 de abril de 2021 por un período
temporal de un año, prorrogable, y con destino a oficina, sobre el local sito en Paseo de Perales núm. 54, tienda
central derecha, de esta capital (documento núm. 4 del escrito de interposición); contrato de arrendamiento
con idéntico destino de oficina y plazo suscrito el 1 de noviembre de 2023 tratándose del inmueble sito en
el mismo número de orden de gobierno pero referido a la tienda central izquierda (documento núm. 1 de la
demanda), por más que, ciertamente, este último sea de fecha posterior a la incoación del expediente; y otros
dos contratos de arrendamiento de los locales sitos en Paseo de Perales núm. 52; Bajo Central Derecha y Bajo
Central Izquierda suscritos el 1 de abril de 2023 (documentos núm. 5 y 6 del escrito de interposición).

Se trata de contratos que, frente a aquellos a que se hace referencia en la Sentencia de 31 de mayo de 2021
-suscritos por el anterior titular dominical en los años 2012 y 2014- denotan en su conjunto la voluntad de
destinar y efectivo destino de los inmuebles propiedad de la recurrente y aquí apelante (entre ellos el que fue, en
concreto, objeto del expediente al que puso término la resolución administrativa combatida en la instancia) a
uso distinto del de vivienda. De hecho, Sancaromai, S.L.U. aportó al expediente administrativo, en contestación
a los apercibimientos de imposición de multas coercitivas, contratos de rescisión de los arrendamientos
de vivienda sobre dos de los locales de que los que era titular la recurrente en Paseo de Perales núm. 52
y comunicación de 17 de abril de 2023 a la entonces inquilina del inmueble poniendo en conocimiento la
intención de la arrendadora de no prorrogar a su vencimiento el contrato de arrendamiento de vivienda que
tenían suscrito sobre el inmueble sito en  DIRECCION000  (circunstancia que explica, precisamente, que el
contrato de arrendamiento con destino a oficina de dicho inmueble fuera de fecha posterior a la de la resolución
administrativa impugnada).

Sexto.-Las consideraciones que anteceden comportan, necesariamente, la estimación del recurso de
apelación interpuesto y, con revocación de la Sentencia apelada, la estimación del recurso contencioso
administrativo al que dicha resolución judicial puso término, sin hacer especial pronunciamiento en cuanto a
las costas procesales de esta alzada e imponiendo las de la primera instancia a la Administración demandada
por directa aplicación del criterio del vencimiento objetivo que consagra el artículo 139.1 de la Ley jurisdiccional
y al no estimar la Sala concurrentes serias dudas de hecho o de derecho que pudieran operar como supuesto
de excepción.

Por todo lo cual y vistos los artículos citados y demás de general y pertinente aplicación,

FALLAMOS

Que debemos ESTIMAR y ESTIMAMOS el recurso de apelación interpuesto por D. Javier Fernández Estrada,
en representación de SANCAROMAI, S.L.U., contra la Sentencia dictada el 16 de septiembre de 2024 por
el Juzgado de lo Contencioso Administrativo núm. 2 de Madrid, revocando la resolución apelada, sin hacer
especial pronunciamiento en cuanto a las costas procesales de esta apelación.

5



JURISPRUDENCIA

Que, en su lugar, debemos ESTIMAR y ESTIMAMOS el recurso contencioso administrativo interpuesto por el
Sr. Fernández, en la indicada representación de SANCAROMAI, S.L.U., contra la resolución del Coordinador
del Distrito de Latina del Excmo. Ayuntamiento de Madrid de fecha 8 de junio de 2023, desestimatoria
del recurso de reposición entablado frente a la dictada el 24 de noviembre de 2022, anulando el acto
administrativo impugnado, por no ser conforme a Derecho e imponiendo a la Administración demandada las
costas procesales de la primera instancia.

Notifíquese esta Sentencia a las partes haciéndoles saber que contra la misma cabe interponer recurso de
casación ante la Sala de lo Contencioso administrativo del Tribunal Supremo si el recurso pretende fundarse
en infracción de normas de Derecho estatal o de la Unión Europea que sean relevantes y determinantes del
fallo impugnado o ante una Sección de la Sala de lo Contencioso- administrativo del Tribunal Superior de
Justicia de Madrid con la composición que determina el artículo 86.3 de la Ley jurisdiccional si el recurso se
fundare en infracción de normas emanadas de la Comunidad Autónoma, recurso que habrá de prepararse ante
esta misma Sala en el plazo de treinta días, contados desde el siguiente al de la notificación de la presente
Sentencia mediante escrito que reúna los requisitos expresados en el artículo 89.2 del mismo Cuerpo legal y
previa constitución del depósito previsto en la Disposición Adicional Decimoquinta de la ley Orgánica del Poder
Judicial, que habrá de realizarse mediante el ingreso de su importe en la Cuenta de Depósitos y Consignaciones
de esta Sección, cuenta-expediente n° 2612-0000-85-1807-24 (Banco de Santander, Sucursal c/ Barquillo n°
49), especificando en el campo concepto del documento Resguardo de ingreso que se trata de un "Recurso"
24 Contencioso-Casación (50 euros). Si el ingreso se hace mediante transferencia bancaria, se realizará a
la cuenta general n° 0049-3569-92-0005001274 (IBAN ES55-0049-3569 9200 0500 1274) y se consignará el
número de cuenta-expediente en el campo "Observaciones" o "Concepto de la transferencia" y a continuación,
separados por espacios, los demás datos de interés.

Así por esta nuestra sentencia, de la que se llevará testimonio literal a los autos de que dimana, con inclusión
del original en el Libro de Sentencias, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.

La difusión del texto de esta resolución a partes no interesadas en el proceso en el que ha sido dictada sólo
podrá llevarse a cabo previa disociación de los datos de carácter personal que los mismos contuvieran y con
pleno respeto al derecho a la intimidad, a los derechos de las personas que requieran un especial deber de
tutela o a la garantía del anonimato de las víctimas o perjudicados, cuando proceda.

Los datos personales incluidos en esta resolución no podrán ser cedidos, ni comunicados con fines contrarios
a las leyes.
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